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RV: Contestación de demanda y radicacion de poder - Reparación directa de HUGO
ENRIQUE PEDROZA MEDINA contra NACIÓN – MINISTERIO DEL INTERIOR Y OTROS -
Rad. 11001333603520140021200

Correspondencia Sede Judicial CAN B - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Jue 29/09/2022 10:22 AM

Para: Juzgado 35 Administrativo Seccion Tercera - Bogotá - Bogotá D.C.
<jadmin35bta@notificacionesrj.gov.co>
CC: Notificaciones judiciales Riveros Victoria abogados <noti.riverosvictoriaabo@gmail.com>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo jus�cia XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 ...SPCZ...

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 

Sede Judicial  CAN

De: No�ficaciones judiciales Riveros Victoria abogados <no�.riverosvictoriaabo@gmail.com> 
Enviado: miércoles, 28 de sep�embre de 2022 3:34 p. m. 
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN B - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Cc: Jeison Barbosa <no�ficacionesjudiciales@unp.gov.co> 
Asunto: Contestación de demanda y radicacion de poder - Reparación directa de HUGO ENRIQUE PEDROZA
MEDINA contra NACIÓN – MINISTERIO DEL INTERIOR Y OTROS - Rad. 11001333603520140021200
 
Señores
JUZGADO 35 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C.
E.       S.       D.

 
 

Medio de control: de Reparación directa promovida por HUGO ENRIQUE
PEDROZA MEDINA contra NACIÓN – MINISTERIO DEL INTERIOR Y
OTROS
 
Expediente No. 11001333603520140021200.
 
Asunto: Contestación de demanda y radicación de poder.

Por favor acusar recibido.



29/9/22, 17:02 Correo: Juzgado 35 Administrativo Seccion Tercera - Bogotá - Bogotá D.C. - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AQMkAGRiNGY0M2M2LTA4NmMtNDc5My04YzFmLTRiMmFmNmQ1ZTNjMABGAAADDSVey6sQIEqkbXYh4… 2/2

Solicito información respecto de los correos electrónicos de los intervinientes en este proceso, para
poner en su conocimiento el presente memorial.  

Muchas gracias y buen día. 

-- 
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Calle 85 No 19B-22 Oficinas 203-402-408 Bogotá D.C 

Teléfono: 812-88-39, Móvil: 3214886915 
https://www.riverosvictoriaabogados.com/ 

r.riveros@riverosvictoriaabogados.com 

 
Doctor 
Gustavo enrique Lanza Rodríguez  
JUZGADO 35 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ – SECCIÓN 
SEGUNDA     
E. S. D.       
  

Referencia Reparación directa de HUGO ENRIQUE 
PEDROZA MEDINA en contra de NACIÓN – 
MINISTERIO DEL INTERIOR 
DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE 
SEGURIDAD EN SUPRESIÓN DAS     

Expediente No 11001333603520140021200 

Asunto Contestación de la demanda  

 
 

I. DERECHO DE POSTULACIÓN 
 
RODRIGO ANDRÉS RIVEROS VICTORIA, mayor de edad, con domicilio en la ciudad de 
Bogotá D.C., abogado titulado y en ejercicio, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 
88.204.510 de Cúcuta (Norte de Santander), portador de la T.P. No. 100.924 del Consejo 
Superior de la Judicatura, actuando en calidad de apoderado de la FIDUPREVISORA S.A. 
en condición de vocera del PATRIMONIO AUTÓNOMO PUBLICO PAP 
FIDUPREVISORA S.A. DEFENSA JURÍDICA DEL EXTINTO DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD DAS Y SU FONDO ROTATORIO, según poder que 
adjunto y conforme al cual solicito me reconozca personería jurídica, encontrándome dentro 
del término legal, por medio del presente escrito, me permito dar CONTESTACIÓN A LA 
DEMANDA y PROPONER EXCEPCIONES, en los siguientes términos: 
 

II.  OPORTUNIDAD PARA CONTESTAR LA DEMANDA 
 

▪ La notificación electrónica enviada por el despacho fue recibida el 17 de agosto de 
2022.   

▪ De conformidad con el inciso 4° del artículo 199 del CPACA el cual dispone en su 
parte pertinente “los términos que conceda el auto notificado solo se comenzaran a 
contabilizar dos (02) días hábiles siguientes al del envió del mensaje”    

▪ El término para contestar la demanda es de 30 días de acuerdo a lo previsto en el 
artículo 172 del C.P.A.C.A.  

▪ Por lo cual, los 30 días hábiles para contestar la demanda vencen el día 29 de 
septiembre de 2022.     
   

Por razones de orden, claridad y metodología me permito dar respuesta a la mencionada 
demanda en los siguientes términos: 
 

III.-PRONUNCIAMIENTO RESPECTO A LOS HECHOS DE LA DEMANDA. 
 

1. Contextualización de los hechos  
 

En el caso concreto corresponde evaluar detenidamente las actuaciones realizadas al 
momento de los hechos relacionados en la demanda. Es evidente, que el ex funcionario del 
extinto Departamento Administrativo- DAS, hoy demandante, pretende con su demanda, un 
lucro injustificado por parte del Estado.  
 
La presente demanda no cuenta con los suficientes elementos facticos, ni probatorios que 
señalen y mucho menos que demuestren la existencia de una responsabilidad por parte del 
PAP FIDUPREVISORA S.A., DEFENSA JURIDICA DEL EXTINTO DAS Y SU FONDO 
ROTATORIO, teniendo en cuenta que la presunta ocurrencia de las circunstancias de 
tiempo modo y lugar se dieron con su antiguo empleador, el extinto DAS, y posteriormente 
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con la  UNP, quien fue la entidad receptora del señor HUGO ENRIQUE PEDROZA, en virtud 
de la supresión del extinto DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD- 
DAS, por ende, en quien debe ser llamado a comparecer en el proceso es la UNIDAD 
NACIONAL DE PROTECCIÓN y no el PATRIMONIO AUTÓNOMO PUBLICO PAP 
FIDUPREVISORA S.A. DEFENSA JURÍDICA DEL EXTINTO DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD DAS Y SU FONDO ROTATORIO, entidad que no 
guarda, ni guardo ningún tipo de relación con el accionante.  
 

2. Respecto a los hechos de la demanda. 
 
Primero: Es cierto, tal como se encuentra acreditado en los anexos de la demanda, el 
señor HUGO ENRIQUE PEDROZA MEDINA, prestó sus servicios profesionales al Extinto 
Departamento Administrativo de Seguridad DAS, desde el 23 de abril de 1997 ocupando el 
cargo de profesional operativo 202-17 hasta el momento de su supresión, y posterior 
vinculación a la Unidad Nacional de Protección -UNP.  
 
Segundo: No nos consta, es un hecho, en el cual se debe probar, por lo que nos atenemos 
a lo probado por la parte demandante ante el despacho. 
 
Tercero:  No nos consta, que el señor Pedroza durante su permanencia en el extinto DAS, 
realizara cursos y estudios con el objeto de cumplir a cabalidad con las funciones asignadas 
por la entidad, así como no tenemos certeza que el señor demandante recibiera tal 
asignación por concepto de prima por coordinación, por lo que nos atenemos a lo el 
demandante logre probar ante despacho. 
 
Cuarto: No nos consta, sin embargo, es importante manifestar, que la reasignación 
laboral y traslado a otras entidades de los ex funcionarios del Extinto Departamento 
Administrativo de Seguridad -DAS obedece al cumplimiento del Decreto Ley 4057 del 31 de 
octubre del 2011, por el cual se suprime el DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE 
SEGURIDAD (DAS), y en las que se reasignan otras funciones, sin embargo, nos 
atenemos a lo el demandante logre probar ante despacho. 
 
Quinto: No es un hecho, es una manifestación y apreciación subjetiva de la parte 
demandante. 
 
Sexto: No nos consta, no se aportó un documento en el plenario que acredite el 
porcentaje del 98% que relaciona el demandante y en la que manifiesta que: “ los 
funcionarios operativos con conocimientos en policía judicial e investigación criminal y 
criminalística del Departamento Administrativo de Seguridad –DAS- fueron trasladados a la 
Fiscalía General de la Nación (CTI),” y que el restante 2% que fue remitido a la UNP, de 
manera que  es un hecho, en el cual se debe probar, por lo que nos atenemos a lo el 
demandante logre probar ante despacho, y en cuanto a su traslado a la UNP, es simplemente 
una circunstancia institucional, que se tomó para proteger a los ex funcionarios del DAS.   
  
Séptimo: No es cierto, que al señor HUGO ENRIQUE PEDROZA MEDINA, en virtud 
de los decretos 4070 y 4057 de 2011 por la que se suprime el Departamento Administrativo 
de Seguridad (DAS), se le haya desmejorado objetiva, subjetiva y sustancialmente desde 
que arbitrariamente y sin tener en cuenta el ordenamiento jurídico y laboral colombiano fue 
asignado a la Unidad Nacional de Protección, ya que por el contrario lo que se hizo fue para 
proteger los intereses y derechos de trabajador. Contrario a lo que pretende hacer creer la 
parte actora al despacho, señor HUGO ENRIQUE PEDROZA MEDINA, acepto voluntaria y 
expresamente el traslado, prueba de ello lo encontramos en el acta de posesión del 01 de 
enero de 2012.  
 
El demandante claramente pudo manifestar su inconformidad respecto a las funciones 
asignadas y el salario que iba percibir, inherentes al nuevo cargo teniendo en cuenta el 
previo conocimiento de su vinculación.  
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Octavo: Es cierto, el señor HUGO ENRIQUE PEDROZA MEDINA mediante Resolución 0044 
del 27 de diciembre de 2011, fue nombrado en el cargo profesional de protección código 
2045 grado 10 de la planta globalizada de La Unidad Nacional de Protección, aceptando de 
conformidad las funciones inherentes al nuevo cargo y que el demandante enumera en este 
punto.  
 
Noveno: No nos consta, más que un hecho se trata de una apreciación de carácter 
subjetivo del actor, sin embargo, el tratarse de un cargo creado en otra entidad, es obvio, 
que las funciones y asignación salarial podrían no ser las mismas que ostentaba en su cargo 
anterior en el extinto DAS. 
 
El señor Pedroza, teniendo previo conocimiento de las funciones asignadas al nuevo cargo 
en la UNP, -cargo en la que se le buscó una equivalencia de conformidad en el anterior-, 
pudo declinar el traslado del mismo, e iniciar las acciones pertinentes basadas en su 
presunta inconformidad, situación que evidentemente no ocurrió, ya que, el demandante de 
manera libre y espontánea, acepto el nuevo empleo con todas las condiciones laboraes que 
en el estaban implícitas.  
 
Décimo: No es cierto, que la de La Nación – Ministerio del Interior- y DAS en Supresión, 
tengan una responsabilidad a la que se le pueda endilgar, este hecho es una apreciación 
subjetiva de parte del actor. El señor HUGO ENRIQUE PEDROZA MEDINA, en virtud del 
decreto 4057 de 2011 de octubre 31 por la que se suprime el Departamento Administrativo 
de Seguridad (DAS) fue trasladado a la U.N.P, por la supresión de empleos de la extinta 
entidad, garantizando una equivalencia del cargo que desempeñaba en el extinto DAS, pero 
no se trató de una homologación del cargo.  
 
Décimo primero:  No nos consta, es un hecho que no guarda relación con el PAP 
FIDUPREVISORA S.A., DEFENSA JURIDICA DEL EXTINTO DAS Y SU FONDO 
ROTATORIO, sin embargo, nos atenemos a lo que el demandante pueda probar ante 
despacho. 
 

IV.- DE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 

Respecto a las pretensiones de la demanda, desde este momento nos oponemos a todas y 
cada una de ellas por carencia de fundamentos fácticos y jurídicos, así como por ausencia 
de sustento probatorio que soporten las mismas, motivo por lo cual solicitamos que sean 
denegadas por este despacho y a su vez, solicitamos declarar probadas las excepciones 
propuestas por nosotros en esta demanda.  
 

 
VI. DE LAS PRUEBAS DE LA PARTE DEMANDANTE 

 
Como podrá observar el despacho, en el presente caso la parte actora no aportó la carga 
probatoria que demuestre una presunta responsabilidad del extinto departamento 
administrativo de seguridad DAS por el presunto perjuicio al demandante.   
 
Es un principio de derecho probatorio, el que para lograr que el juez dirima una controversia 
de manera favorable a las pretensiones, es menester demostrar en forma plena y completa 
los actos o hechos jurídicos de donde procede el derecho. Lo anterior en virtud de que el 
Art. 177 del C. de P. Civil, que consagra el principio de la carga de la prueba, 
terminantemente nos dice que: "Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las 
normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen. 
 
La jurisprudencia ha sido reiterada y sistemática en manifestar de forma unánime que la 
carga de la prueba está en cabeza del demandante, es decir, que quien pretende la 
reparación debe alegar, acreditar y probar el hecho generador, la existencia del daño y 
establecer que este fue consecuencia de aquel y en el caso que nos ocupa no se ha dado 
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ninguno de esos elementos que por el contrario despejan cualquier duda frente a eximentes 
de responsabilidad del demandado.   
 
Como puede verse las piezas de convicción sobre las cuales la parte demandante pretende 
edificar su tesis se encuentran plenamente rebatidas; quien alega un hecho debe probarlo, 
se trata de una carga procesal que aparece no sólo como un deber jurídico sino como un 
imperativo legal y que en este caso brilla por su ausencia. 
 

VII. RAZONES DE LA DEFENSA 
 

1.Contextualización competencial  
1.1 Naturaleza Jurídica de Fiduprevisora S.A. 
 
1.1.1 Sociedades Fiduciarias: 
 
De acuerdo con lo consagrado en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero – E.O.S.F.- 
Las sociedades fiduciarias son entidades de servicios financieros, sujetas a la inspección y 
vigilancia permanente de la Superintendencia Financiera de Colombia, cuya función principal 
es la de cumplir con los encargos fiduciarios que adquiere mediante contratos de fiducia 
mercantil, de encargos fiduciario o de la fiducia pública. 
 
También están facultadas para desarrollar otras actividades como son: prestar servicios de 
asesoría financiera, reorientar tenedores de bonos, obrar como agente de transferencia y 
registro de valores, desempeñarse como sindicatos o curadores de bienes, ser depositarios 
de sumas consignadas en juzgados, emitir bonos por cuenta de patrimonios autónomos 
constituidos por varias sociedades y emitir bonos por cuenta de varias empresas y 
administrar estas emisiones. (Art. 29 E.O.S.F. y Art 4to L. 795 de 2003). 
 
Desde los orígenes de la fiducia, esta institución se ha caracterizado no solamente por el 
ingrediente de confianza que involucra, sino también por la originalidad en sus modalidades 
y la facilidad que ofrece a la gente de resolver los problemas prácticos de su cotidianidad, 
que van desde realizar un pago hasta garantizar una obligación o intervenir sus recursos. 
 
Entre los más comunes productos ofrecidos por las sociedades fiduciarias podemos 
encontrar los fideicomisos de inversión específicos, los fondos comunes especiales y el fondo 
común ordinario, los fondos de pensiones voluntarias, la fiducia inmobiliaria, la fiducia en 
garantía, la fiducia de titularización y la fiducia de administración. 
 
1.1.2. La Fiducia 
 
De acuerdo a lo establecido en el Art. 1226 del Código de Comercio, se entiende por fiducia 
mercantil lo siguiente: 
 
"La fiducia mercantil es un negocio jurídico en virtud del cual una persona, llamada 
fiduciante o fideicomitente, transfiere uno o más bienes especificados a otra, llamada 
fiduciario, quien se obliga a administrarlos o enajenarlos para cumplir una finalidad 
determinada por el constituyente, en provecho de éste o de un tercero llamado beneficiario 
o fideicomisario.” 
 
Ahora bien, en lo concerniente a Negocios Fiduciarios la Superintendencia Financiera en 
Circular Básica Jurídica título V, pág. 1, establece: 
 

“Se entiende por negocios fiduciarios aquellos actos de confianza en virtud de los 
cuales una persona entrega a otra uno o más bienes determinados, transfiriéndole 
o no la propiedad de los mismos, con el propósito de que ésta cumpla con los bienes 
una finalidad específica, bien sea en beneficio del fideicomitente o de un tercero. Si 
hay transferencia de la propiedad de los bienes estaremos ante la denominada 
fiducia mercantil regulada en el artículo 1226 y siguientes del Código de Comercio, 
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fenómeno que no se presenta en los encargos fiduciarios, también Instrumentados 
con apoyo en las normas relativas al mandato, en los cuales solo existe la mera 
entrega de los bienes” 

 
De acuerdo con lo anterior, la Sociedad Fiduciaria ejerce sus funciones dentro del marco de 
su creación, contando con diferentes portafolios, entre los cuales se encuentra la 
administración o ejercicio de actividades que surgen como consecuencia de la suscripción 
de contratos de fiducia mercantil, entre ellos lo que suscribe con el Misterio de Hacienda y 
Crédito Público.  
 
Es por ello que cuenta con una planta de personal, estructura administrativa y presupuestal 
completamente independiente de todos los negocios fiduciarios que maneja, propios del rol 
de sociedad fiduciaria. 
 
Ahora bien, como se pasa a exponer, surge de la oferta de servicios con los que cuenta la 
sociedad fiduciaria, la administración, atención o defensa de asuntos que se derivan de los 
objetos de los contratos de la fiducia mercantil, sin que ello implique que la Sociedad 
confunda su actividad misional con los negocios fiduciarios, que tienen limitantes 
contractuales y sujetos a los clausulados en que rigen las formas en que estos se 
desarrollaran.  
 
1.1.3. Competencia e intervención de Fiduprevisora S.A. como vocera y 
administradora del PAP Defensa Jurídica del Extinto Departamento 
Administrativo de Seguridad y su Fondo Rotatorio. 
 
El artículo 238° de la Ley 1753 del 9 de junio de 2015, por el cual se expide el Plan Nacional 
de Desarrollo 2014-2018, autorizo la creación de un Patrimonio Autónomo administrado por 
FIDUPREVISORA S.A., para la atención de procesos judiciales, pago de sentencias, 
reclamaciones administrativas, laborales o contractuales, en las cuales sea parte o 
destinatario el extinto Departamento Administrativo de Seguridad -DAS-. y/o su fondo 
rotatorio y que no guarden relación con funciones trasladadas a entidades receptoras de 
acuerdo con la naturaleza, objeto o sujeto procesal, o que por cualquier razón carezcan de 
autoridad administrativa responsable para su atención. 
 
Para este propósito entre el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y FIDUPREVISORA 
S.A.; suscribieron contrato de fiducia mercantil No 6.001-2016 cuyo objeto es el siguiente: 
 

“Constitución de un patrimonio autónomo para la atención de los procesos judiciales, 
pago de sentencias, reclamaciones administrativas, laborales o contractuales, en los 
que sea parte o destinatario el extinto departamento administrativo de seguridad -
DAS- y/o su fondo rotatorio, que no guarden relación con funciones trasladadas a 
entidades receptoras de acuerdo con la naturaleza, objeto o sujeto procesal, o que 
por cualquier razón carezcan de autoridad administrativa responsable para su 
atención, en cumplimiento del art 238 de la Ley 1753 de 2015 ”Plan Nacional de 
Desarrollo 2014-2018”. 

 
En este sentido, es claro que la actuación de FIDUPREVISORA S.A. en los términos de la ley 
1753 de 2015, se realizará en los asuntos o controversias que no guarden relación con la 
función trasladada donde se hayan incorporado servidores o que por cualquier razón 
carezcan de autoridad administrativa para su atención.  
 
En efecto, es procedente aclarar, que FIDUPREVISORA S.A., no es ni ha sido liquidador del 
Extinto Departamento Administrativo de Seguridad -DAS-, y su relación con dicha entidad 
se limita a su gestión como fiduciario. Es decir, la naturaleza de ese vínculo es con ocasión 
a la constitución de un patrimonio autónomo administrativo y representado por la Fiduciaria, 
al que se transfieren los recursos monetarios destinados exclusivamente al cumplimiento de 
la finalidad y actividades propias del PAP FIDUPREVISORA S.A. DEFENSA JURIDICA 
EXTINTO DAS Y SU FONDO ROTATORIO. 
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En este orden de ideas, encontramos que la naturaleza de las obligaciones de la 
FIDUPREVISORA S.A se limita la administración de los recursos fidecomitidos a fin de realizar 
los pagos a que hubiere lugar hasta concurrencia de los mismos, atención de procesos 
judiciales, entre otros, sin que en ningún momento la fiduciaria asuma la calidad de 
empleador, parte, sustituta, representante legal, o subrogataria, de las obligaciones que 
tenía a su cargo el Departamento Administrativo de Defensa DAS, pues las situaciones 
inherentes a la relación del extinto DAS y sus usuarios o exfuncionarios se agotaron con la 
supresión de dicha entidad y se escapan del resorte de esta sociedad fiduciaria. 
 

VIII. EXCEPCIONES 
 
A.- Falta de legitimación por causa pasiva.  

 
Tal como se ha venido probando en el presente escrito, no existe una responsabilidad que 
pueda ser indilgada al PAP FIDUPREVISORA S.A., DEFENSA JURIDICA DEL EXTINTO DAS Y 
SU FONDO ROTATORIO, como consecuencia de una acción u omisión, como lo señaló la 
propia parte actora en la narración del sustento fáctico de su demanda, ante la supresión 
del Departamento Administrativo de Seguridad DAS. 
  
Así las cosas, el empleador oficial del demandante es la Unidad Nacional De Protección, 
, como lo señala en la demanda, y seria a esta corporación a quien corresponde pronunciarse 
respecto de las peticiones realizadas por su empleado, pues el Gobierno Nacional suprimió 
los empleos de la planta de personal del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS), 
que tenían asignadas funciones trasladadas y ordenó la incorporación de los servidores que 
las cumplían -entre ellos la parte actora- en las plantas de personal de las entidades y 
organismos receptores (artículo 6º del Decreto 4057 de 2011). 
 
Con base en lo anteriormente mencionado, al tratarse de servidores públicos incorporados, 
sin solución de continuidad en la Unidad Nacional De Protección, la demanda debe 
dirigir sus pretensiones en contra de esa entidad, que es la entidad a donde fue incorporado 
el demandante posterior a la supresión del extinto D.A.S. 
 
A lo anterior se agrega que según lo ordenó el artículo 9º del Decreto 4057 de 2011 los 
archivos que contienen la historia laboral de la parte demandante reposan en La Unidad 
Nacional De Protección entidad que "sustituyó" - y que, a la fecha de la presentación de 
esta demanda, fue su ultimo empleador-, al extinto Departamento Administrativo de 
Seguridad (DAS).  
 
En consecuencia, no hubo interrupción de la relación laboral una vez se incorporó el 
demandante del DAS a la unidad nacional de protección y en tal virtud, todos los asuntos 
que refieran a asuntos propios de la relación laboral -como ocurre en el sub examine- debe 
involucrar únicamente al actual y/o último empleador según se desprende de los artículos 
6º, 7º y 9º del Decreto Ley 4057 de 2011.  
 
En tal sentido, la Corte Constitucional en sentencia C-098 de 2013 se pronunció sobre la 
constitucionalidad del artículo 6 del Decreto 4057 de 2011, al señalar:  
 

"(...) El proceso de supresión del D.A.S. se ajustó a los preceptos constitucionales y 
legales, y procuró la protección de los derechos adquiridos, la estabilidad laboral y 
el debido proceso de los servidores en carrera cuyos cargos fueron suprimidos, a 
través de la incorporación a entidades afines en cargos escalonados y de la 
indemnización de perjuicios, según el caso. Adicionalmente, se repite, no existe 
obligación para el legislador de mantener en el tiempo los beneficios de un régimen 
cuya vigencia se agotó con la supresión del organismo para el cual fue establecido. 
De manera que, como lo accesorio sigue la suerte de lo principal, una vez extinguida 
la entidad para el cual fue creado el régimen de carrera, éste desaparece del 
ordenamiento jurídico, salvo disposición especial del legislador en contrario. (...)"  



 

 
Calle 85 No 19B-22 Oficinas 203-402-408 Bogotá D.C 

Teléfono: 812-88-39, Móvil: 3214886915 
https://www.riverosvictoriaabogados.com/ 

r.riveros@riverosvictoriaabogados.com 

 
Es evidente que PAP FIDUPREVISORA S.A., DEFENSA JURIDICA DEL EXTINTO DAS Y SU 
FONDO ROTATORIO no debe responder dentro del presente asunto por las pretensiones de 
la demanda, porque tal como se puede observar, esta no está llamada a comparecer al 
proceso.   
 
El Consejo de Estado ha señalado en lo concerniente a la falta de legitimación en la causa 
por pasiva lo siguiente:  
 

"Según se hable de la legitimación del demandante o del demandado, estamos en 
presencia de la falta de legitimación en la causa por activa y por pasiva, 
respectivamente. La legitimación en la causa por pasiva, en el proceso contencioso 
administrativo, necesariamente debe entenderse a la luz del concepto de capacidad 
para ser parte. En otros términos, la falta de legitimación por pasiva sólo puede 
predicarse de las personas que tienen capacidad para ser parte en el proceso, y no 
de los órganos o de los representantes de éstos que acuden al proceso en nombre 
de la persona jurídica de derecho público. Así, es claro que en los casos en los que 
se demanda a la Nación, pero ésta no estuvo representada por el órgano que profirió 
el acto o produjo el hecho, sino por otra entidad carente de personería jurídica, no 
se está en presencia de falta de legitimación en la causa, sino de un problema de 
representación judicial. Desde esta perspectiva, por el contrario, estamos 
ante un problema de falta de legitimación en la causa, cuando se demanda 
a una persona de derecho público en particular, verbigracia la Nación, y 
quién debió ser demandado era otra persona, entiéndase un Municipio, un 
Departamento u otra entidad pública con personería jurídica" (Subrayado 
propio) 
 

De tal manera, es evidente la falta de legitimación en la causa por pasiva en lo relacionado 
a las pretensiones de la parte demandante, no están llamadas a prosperar frente a la 
FIDUPREVISORA S.A., en razón a que como se dijo anteriormente, sus funciones se limitan 
a la gestión como Fiduciario con ocasión a la constitución de un Patrimonio Autónomo 
administrado y representado por la Fiduciaria.  
 
Por lo anteriormente expuesto, desde nuestro sentir consideremos respetuosamente que 
debe ser menester del despacho desvincular del proceso al Patrimonio Autónomo PAP 
Fiduprevisora S.A., Defensa Jurídica Extinto Departamento Administrativo de Seguridad – 
DAS – y su Fondo Rotatorio por la Falta de legitimación por causa pasiva y quien debe 
comparecer dentro de este es la Unidad Nacional de Protección, como acredita en el acervo 
probatorio de la demanda.  
 
B. Inexistencia del Nexo causal 
 
Para que sea imputable una presunta responsabilidad de Estado, se debe acreditar la 
existencia del nexo causal junto con la existencia de hecho generador y el daño o perjuicio 
causado al bien jurídico protegido.   
 
Una vez el interesado que considere que se han lesionado sus derechos o sufrido un 
menoscabo patrimonial, y una vez logre demostrar en el plenario que efectivamente se 
configuran estos tres elementos y de conformidad con artículo 901 de la carta política, es el 
Estado mismo, quien responderá y resarcirá a la parte afectada por los daños causados 
objeto de las actuaciones dolosas o culposas de sus agentes y funcionarios. 
 

 
1 Artículo 90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, 
causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. En el evento de ser condenado el Estado a la 
reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente 
culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste. 
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En virtud de lo anterior, concluimos no existe un nexo causal entre el hecho que alega el  
demandante y el PATRIMONIO AUTONOMO PAP FIDUPREVISORA con ocasión del presunto 
daño presuntamente sufrido  por el señor HUGO ENRIQUE PEDROZA, por lo cual, 
consideremos que se vinculó al PAP Fiduprevisora S.A al proceso, sin que estos tuvieran 
responsabilidad imputable en el presunto daño ocasiono al demandante. 
 
Como hemos venido probando dentro del presente escrito, la UNP fue la entidad quien 
fungió como ultimo empleador del demandante, esto en virtud del Decreto Ley 4057 del 31 
de octubre del 2011, por el cual se suprime el Departamento Administrativo de Seguridad 
(DAS), y en las que se reasignan otras funciones, es decir, fue la mencionada entidad 
quien debió garantizar las mismas condiciones laborales del señor Pedroza con las que venía 
con el extinto DAS. 
 
 
 
C.- Indebida escogencia del medio de control.  
 
Una vez estudiado la naturaleza de las pretensiones del demandante, encontramos que las 
mismas buscan declarar responsable a las entidades demandadas, y al PAP Fiduprevisora 
S.A., por unos presuntos daños ocasionados en virtud de su traslado como consecuencia de 
la supresión del Extinto DAS, a la UNP. El traslado del señor Hugo Enroque Pedroza,  se dió 
con la resolución 044 del 27 de diciembre de 2011, nombrado en el cargo de profesional de 
protección 2045 grado 10, y que tomo sin objeción el 01 de enero de 2012, sin objeción.  
 
Si el demandante pretende revocar los efectos del acto administrativo número 044 del 27 
de diciembre de 2011, el medio de control idóneo es el de nulidad y restablecimiento del 
derecho, y no el de reparación directa, en un esfuerzo por tartar de revivir términos, ya que 
la procedencia es ese medio y no el que pretende hacer hábilmente valer. De conformidad 
con la ley 1437 de 2011, los medios de control con el que se busca resarcir un presunto 
daño causado por la administración, no son de escogencia discrecional, sino que deben 
obedecer a un criterio de conformidad con las pretensiones de formuladas en el escrito de 
la demanda. 
 
En tal sentido, el honorable consejo de estado, a determinado en su línea jurisprudencia de 
manera uniforme, reiterada y consolidada. Veamos:   
 
1. CONSEJO DE ESTADO SECCION SECCIÓN QUINTA  NR: 11001-03-28-000-
2021-00006-00 AUTO de FECHA : 30/07/2021 PONENTE : ROCÍO ARAÚJO OÑATE 
ACTOR: RAMIRO BASILI COLMENARES SAYAGO DEMANDADO : MAGISTRADOS 
DE LA COMISIÓN NACIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL, PERÍODO 2021-2029 
 
“ El apoderado del Consejo Superior de la Judicatura manifestó que el demandante invocó 
de manera desacertada el medio de control, en la medida en que debió incoar la nulidad y 
restablecimiento del derecho, pues de sus pretensiones se extrae que lo que realmente 
busca es ser incluido en una de las ternas y nombrado magistrado de la Comisión Nacional 
de Disciplina Judicial, por lo que a su juicio debió iniciar el medio de control previsto en el 
artículo 138 de la Ley 1437 de 2011. El artículo 139 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo prevé la posibilidad de que cualquier 
persona solicite la nulidad de los actos de elección por voto popular o por cuerpos 
electorales; de los actos de nombramiento que expidan las entidades y autoridades públicas 
de todo orden y de los actos de llamamiento para proveer vacantes en las corporaciones 
públicas.  
 
“ En consecuencia, por disposición de la ley, los actos electorales, en especial, los de 
nombramiento o los de llamamiento, pueden ser controvertidos, principalmente a través de 
dos vías a saber: mediante el medio de control previsto en el artículo 139 del CPACA -nulidad 
electoral-, o a través del descrito en el artículo 138 ibídem- nulidad y restablecimiento. La 
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precisión respecto de uno u otro medio de control, dependerá de la finalidad que se busque 
con la demanda. (…).  
 
“ Por lo anterior, si lo que se busca es controvertir la legalidad de un acto electoral, se debe 
acudir al medio previsto en el artículo 139 del CPACA; pero si lo que se pretende no solo es 
un control de la legalidad, sino, adicionalmente, el resarcimiento de un derecho en virtud 
de una orden judicial, deberá invocarse el medio de nulidad y restablecimiento. Esto es de 
suma importancia, porque el uso de una u otra herramienta judicial tendrán consecuencias 
distintas, desde el punto de vista procesal, en cuanto a las cargas legales que cada uno 
comporta para las partes. Lo expuesto, sin perjuicio de los eventos en que la ley prevé algún 
restablecimiento consecuencial derivado de la declaratoria de nulidad cuando se hace 
ejercicio del medio de control de que trata el artículo 139 de la Ley 1437 de 2011, por 
ejemplo, cuando anulada una designación debe declararse por voluntad del legislador la 
elección de quien sigue en el orden de elegibilidad. En ese orden de ideas, como parámetro 
claro que permite precisar cuándo debe ejercerse uno u otro medio de control, se tiene que, 
si de las pretensiones de la demanda, los hechos y el concepto de la violación se 
desprendiere el restablecimiento de un derecho que no sólo deviene de la ley de manera 
consecuencial, debe acudirse a la administración de justicia bajo las reglas del medio de 
control de nulidad y restablecimiento del derecho.  
 
“ (…) De conformidad con lo discurrido hasta el momento, es pertinente indicar que el objeto 
del debate se circunscribe a determinar la legalidad la designación de los magistrados 
[demandados] antes mencionados por circunstancias objetivas. (…). 
 
“ Como puede apreciarse, los motivos de inconformidad están dirigidos a cuestionar la 
legalidad de las designaciones, sin que se desprenda de ellos, ni de las pretensiones de la 
demanda, algún tipo de restablecimiento de derechos subjetivos, contrario a lo que indica 
el Consejo Superior de la Judicatura. Lo anterior, en primer lugar, porque en el escrito 
introductorio no se solicitó una pretensión resarcitoria de carácter particular y concreto, y 
de otro lado, porque si declarara la nulidad de acto acusado no se desprende un 
restablecimiento automático de algún derecho subjetivo en cabeza del demandante, que 
tampoco argumentó que él debió ser elegido en lugar de alguno de los designados como 
magistrados de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial. En ese orden de ideas, observa 
el despacho que no prospera la excepción propuesta, pues de manera acertada se hizo 
ejercicio del medio de control de nulidad electoral ”. 
 
2. CONSEJO DE ESTADO SECCIÓN TERCERA SUBSECCIÓN C  NR: 25000-23-36-
000-2018-00952-01 AUTO De FECHA : 29/04/2020 PONENTE : GUILLERMO 
SÁNCHEZ LUQUE,ACTOR : COOPERATIVA EPSIFARMA DEMANDADO : 
MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL Y OTROS 
 
“ El Consejo de Estado es competente en segunda instancia para estudiar este asunto de 
conformidad con el artículo 150 CPACA, según el cual conoce de los recursos de apelación 
contra los autos dictados en primera instancia por los Tribunales Administrativos. En 
consonancia, el artículo 243 numeral 1 prevé que el auto que rechace la demanda es 
susceptible del recurso de apelación y será decidido en Sala, conforme al artículo 125. Esta 
Corporación es competente en razón a la cuantía, pues el valor de la pretensión mayor 
asciende a $5.035’484.481, suma que supera los 500 SMLMV exigidos por el artículo 152 
numeral 6, esto es, $390.621.000. 
 
“ FUENTE DEL DAÑO - Actos administrativos que negaron el reconocimiento y pago de 
acreencia / IMPROCEDENCIA DEL MEDIO DE CONTROL DE REPARACIÓN DIRECTA - Para 
controvertir ilegalidad de actos administrativos / PROCEDENCIA DEL MEDIO DE CONTROL 
DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO / INDEBIDA ESCOGENCIA DEL MEDIO 
DE CONTROL DE REPARACIÓN DIRECTA 
 
“ La parte demandante afirmó que mediante Resolución Nº. 25 del 12 de enero de 2016 la 
Superintendencia Nacional de Salud tomó posesión de los bienes, haberes y negocios de la 
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Corporación IPS Saludcoop para su liquidación forzosa, que el 3 de marzo de 2016 solicitó, 
dentro del proceso liquidatorio el reconocimiento y pago de $5.035’484.481, pero mediante 
Resolución nº. 12 del 19 de abril de 2016 el agente liquidador negó el reconocimiento de su 
acreencia. Agregó que mediante Resolución nº. 1542 del 20 de enero de 2017 el liquidador 
confirmó la decisión recurrida. Como la fuente del daño son los actos administrativos que 
negaron el reconocimiento y pago de una acreencia a favor de la demandante dentro del 
proceso de liquidación de una empresa vigilada por la Superintendencia Nacional de Salud, 
el medio de control idóneo es el de nulidad y restablecimiento del derecho y no el de 
reparación directa. 
 
 
3. CONSEJO DE ESTADO SECCIÓN TERCERA SUBSECCIÓN C, NR:76001-23-33-
000-2018-00261-01AUTO de FECHA : 29/04/2020, PONENTE : GUILLERMO 
SÁNCHEZ LUQUE ACTOR : SALUD Y COMUNIDAD S.A.S. DEMANDADO : NACIÓN-
MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL Y OTRO 
 
“ La acción de nulidad y restablecimiento del derecho es la idónea para impugnar la legalidad 
de un acto administrativo cuando se estime que este ha lesionado un derecho contenido en 
una norma jurídica, su consecuente restablecimiento del derecho y también para solicitar 
que se reparen los perjuicios causados con el acto (artículo 138 CPACA). El medio de control 
de reparación directa y el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho 
comparten una naturaleza indemnizatoria, pero difieren en cuanto a la fuente que genera 
el daño, lo que supone una distinta formulación de las pretensiones y un término diferente 
diverso de caducidad. Si el daño tiene origen en un acto administrativo, por regla general, 
el medio de control procedente es el de nulidad y restablecimiento del derecho, mientras 
que si la fuente del daño es un hecho, omisión u operación administrativa, la responsabilidad 
de la administración se debe perseguir a través del medio de control de reparación directa. 
(…) La demanda solicitó que se declare patrimonialmente responsable a los demandados 
por los malos manejos que condujeron a la liquidación de CAPRECOM. Sin embargo, los 
daños se derivaron de las resoluciones (…), expedidas por el liquidador de la entidad, que 
negaron el pago de la acreencia. Como la fuente del daño tiene origen en unos actos 
administrativos, el medio de control idóneo para obtener los perjuicios es el de nulidad y 
restablecimiento del derecho y no el de reparación directa. 
 
4. CONSEJO DE ESTADO SECCIÓN TERCERA SUBSECCIÓN A NR:05001-23-33-
000-2019-00804-01 AUTO de FECHA : 02/03/2020 PONENTE : MARTA NUBIA 
VELÁSQUEZ RICO (E) ACTOR : HOSPITAL SAN JUAN DE DIOS E.S.E. DE 
RIONEGRO DEMANDADO : NACIÓN - MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN 
SOCIAL 
 
“ De conformidad con lo previsto en los artículos 135 a 148 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y lo sostenido en la jurisprudencia de esta 
Corporación, la escogencia de los medios de control en ejercicio de los cuales se deben 
tramitar los asuntos de conocimiento de esta jurisdicción no depende de la discrecionalidad 
del demandante, sino del origen del perjuicio alegado y del fin pretendido, pues en estos 
aspectos radica la causa que identifica a cada medio de control. 
 
 “ (…) Según las normas (…) 
 
 “ y la jurisprudencia de esta Sección, cuando se pretenda la declaración de responsabilidad 
del Estado por un daño antijurídico producido por la acción, omisión u operación 
administrativa o por un acto administrativo, siempre que no se cuestione la legalidad de 
este último, es procedente la reparación directa; pero, cuando el daño surge de la voluntad 
de la administración, plasmada en un acto administrativo, bien sea de carácter particular o 
bien de carácter general, lo procedente es controvertir la validez del acto, por medio de la 
acción de nulidad y restablecimiento del derecho (…)  
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“ [En el caso concreto] [A] pesar de que el Hospital (…) enderezó sus pretensiones a través 
de la acción de reparación directa, resulta evidente que el daño que pide le sea indemnizado 
no proviene de una acción, omisión u operación administrativa, sino de la voluntad de la 
administración plasmada en un acto administrativo, pues la negativa de reconocer la suma 
de dinero por cuyo reconocimiento demanda a la Nación - Ministerio de Salud y Protección 
Social quedó contenida en la Resolución (…) Entonces, resulta forzoso concluir, como lo hizo 
el a quo, que las pretensiones de la demanda debieron encauzarse a través de la acción de 
nulidad y restablecimiento del derecho, toda vez que (…) este es el medio idóneo para 
desvirtuar la presunción de legalidad de los actos administrativos y, por consiguiente, para 
obtener su declaratoria de nulidad, así como el respectivo restablecimiento del derecho y/o 
la indemnización de perjuicios. 
 
 
5. CONSEJO DE ESTADO SECCION: SECCION QUINTA NR: 11001-03-15-000-
2019-01299-01 SENTENCIA de FECHA : 15/08/2019PONENTE : ROCÍO ARAÚJO 
OÑATE 
ACTOR : PAULO ANDRES CANENCIO GRANADOS DEMANDADO : TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DEL CAUCA Y OTRO 
 
“ [L]a Sala considera que las autoridades judiciales accionadas al hacer el análisis del caso 
concreto, concluyeron que sus pretensiones y fundamentos estaban encaminados a 
cuestionar la legalidad del acto que nombró al [actor] en el cargo que él ocupaba, pese a 
que el accionante afirme lo contrario. De igual manera, si bien existen casos bajos los cuales 
procede el medio de control de reparación directa aun cuando el daño provenga de los 
efectos de una acto administrativo que se considere legal, como es el rompimiento del 
equilibrio de las cargas públicas, ante un daño especial, no obstante, este no es el supuesto 
en el caso que nos ocupa. También, es importante mencionar que las autoridades judiciales 
demandadas en el ejercicio de su autonomía determinaron que hubo una indebida 
escogencia de la acción en virtud del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011, en consecuencia, 
concluyeron que el medio de control indicado era el de nulidad y restablecimiento del 
derecho y al realizar el conteo de términos, que según indica la norma es de cuatro meses 
para interponer la demanda, establecieron que se generó el fenómeno de la caducidad. En 
consecuencia, las decisiones acusadas proferidas por las autoridades judiciales accionadas, 
fueron conforme a las reglas de la sana crítica o persuasión racional y al ejercicio de su 
autonomía. Lo que se evidencia es una inconformidad injustificada de la parte actora frente 
al rechazó de la demanda por parte del juzgado y el tribunal ante la caducidad del término 
de presentación de la misma y no tener la posibilidad de que se acceda a sus pretensiones 
dentro del proceso de reparación directa”  
 
De conformidad con lo anterior resulta de una diafanidad incuestionable que lo pretendido 
por la parte demandante es eludir los efectos adversos de la caducidad y la prescripción, 
haciendo uso indebido de los medios de control para ejercer un derecho.   
 
D.- Inexistencia de obligación de pagar obligaciones de funciones trasladas a 
otras entidades  
 
Como hemos venido manifestando al largo del escrito de defensa, teniendo en cuenta que 
el decreto-ley 4057 del 31 de octubre de 201,  expedido por EL PRESIDENTE DE LA 
REPÚBLICA DE COLOMBIA, dispuso la supresión del Departamento Administrativo de 
Seguridad -DAS-, señalando que dicha supresión debería adelantarse en el término de dos 
(2) años, tiempo que podría ser adicionado por un (1) año más, no es el PAP 
FIDUPREVISORA S.A quien debe comparecer dentro, como demandado, del proceso tal cual 
como se le dio a conocer al apoderado de la parte actora. 
 
Así mismo, mediante el artículo 3° del precitado decreto, ordenó el traslado de las funciones 
que correspondían al Departamento Administrativo de Seguridad DAS contempladas en el 
capítulo I, numerales 10, 11, 12 y 14 del artículo 2°, del Decreto 643 de 2004 a diferentes 
entidades y organismos.  
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E- Caducidad de la acción  
 
De conformidad con los hechos narrados en la demanda, el actor permitió que se 
materializara la caducidad en el medio de control elegido de manera errónea, ya que desde 
el momento de la ocurrencia d ellos hechos hasta la radicación de la demanda transcurrieron 
mas de dos años. 
 
Mediante Resolución 0044 del 27 de diciembre de 2011, el señor Pedroza fue nombrado en 
el cargo profesional de protección código 2045 grado 10 de la planta globalizada de La 
Unidad Nacional de Protección, cargo del cual tomo posesión el día 01 de enero de 2012, 
es decir que para el primero de enero de 2012, el demandante conocía de las condiciones 
de su vinculación y del presunto desmejoramiento, por ende desde esa fecha se debe 
empezar a contar el término de caducidad del indebido medio de control escogido por el  
demandante,- reparación directa-  
 
En consideración a que el día 19 de marzo de 2014, día en el que se presentó la demanda 
no da lugar a dudas que el perentorio término de dos (2) años fue superado, por lo que, se 
configura desde todos los puntos de vista la caducidad.  
 
Respecto a la caducidad frente al erróneo medio de control elegido, el Honorable Consejo 
De Estado ha Manifestado Los Siguiente: 
 
CONSEJO DE ESTADO SECCIÓN TERCERA SUBSECCIÓN C NR: 25000-23-26-000-
2012-00494-01 SENTENCIA de FECHA: 07/12/2021, PONENTE : NICOLÁS YEPES 
CORRALES ACTOR : JAIME ENRIQUE GÓMEZ HERRERA DEMANDADO : BOGOTÁ 
DISTRITO CAPITAL 
 
“ El artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, señala que la acción de reparación 
directa caducará al vencimiento del plazo de dos (2) años, contados a partir del día siguiente 
del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación 
temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o por 
cualquiera otra causa. 
 
 
CONSEJO DE ESTADO SECCIÓN TERCERA SUBSECCIÓN A NR: 76001-23-31-000-2011-
01595-01 SENTENCIA de FECHA : 22/11/2021 PONENTE : JOSÉ ROBERTO SÁCHICA 
MÉNDEZ ACTOR : TITO GENTIL CÁRDENAS DEMANDADO : NACIÓN - RAMA JUDICIAL 
DECISION : INHIBITORIO 
 
Esta Sección ha indicado que cuando se discute la responsabilidad del Estado en casos de 
error jurisdiccional, el término de caducidad, por regla general, debe contarse a partir del 
día siguiente de aquel en el que quedó ejecutoriada o en firme la providencia que 
supuestamente lo contiene, cuando con esta se concreta el daño y si la persona afectada 
hizo parte del proceso; no obstante, si el daño se produce o se materializa con posterioridad 
a la actuación judicial que le dio origen, la caducidad comienza a correr desde que el 
afectado pudo evidenciar su existencia o desde que este se manifiesta. NOTA DE 
RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencia de 24 de abril de 2020, Exp. 59096, C.P. Marta 
Nubia Velásquez Rico.” 
 
CÓMPUTO DEL TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN 
DIRECTA / PRESENTACIÓN EXTEMPORÁNEA DE LA DEMANDA / 
CONFIGURACIÓN DEL TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN 
DIRECTA / DECLARACIÓN DE LA CADUCIDAD DE LA ACCIÓN / FACULTAD 
OFICIOSA DEL JUEZ 
 
“ (…) [E]n el sub judice el plazo de los tres (3) años debe contabilizarse a partir de la fecha 
en que cobró firmeza la sentencia del 31 de octubre de 1977, dado que, desde ese momento, 
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se concretó o materializó el daño cuya reparación pretende el demandante. Así pues, al 
revisar el material probatorio que reposa en el expediente, se encuentra que la sentencia 
objeto de censura fue notificada en estrados el 31 de octubre de 1977, por lo que, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 331 del Código de Procedimiento Civil, quedó 
ejecutoriada 3 días después de su notificación, esto es el 4 de noviembre siguiente.   
 
“ En ese sentido, como el plazo de tres años que tenía el demandante para ejercer su 
derecho de acción corrió desde el 5 de noviembre de 1977 hasta el 5 de diciembre de 1980, 
y la demanda se presentó el 12 de septiembre de 2011 -cuando habían transcurrido más de 
29 años-, se impone concluir que se realizó por fuera del término legal previsto para tal fin, 
circunstancia que no se altera por el hecho de que el 9 de junio siguiente se haya radicado 
solicitud de conciliación extrajudicial ante la Procuraduría 20 Judicial II para Asuntos 
Administrativos del Valle del Cauca, por cuanto para esa fecha ya había operado el fenómeno 
de la caducidad de la acción. De conformidad con lo expuesto, la Sala declarará, de oficio, 
la ocurrencia del fenómeno jurídico de la caducidad de la acción y, en consecuencia, 
revocará el fallo de primera instancia proferido por el Tribunal Administrativo del Valle del 
Cauca. (…) “ 
 
 
CONSEJO DE ESTADO SECCIÓN TERCERA SUBSECCIÓN C NR:63001-23-31-000-
2010-00035-01 FECHA : 22/11/2021 PONENTE : GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE 
ACTOR : EMPRESAS PÚBLICAS DE ARMENIA DEMANDADO : EMPRESA 
SANITARIA DEL QUINDÍO SA ESP 
 
“ El artículo 164 CCA autoriza al fallador a declarar cualquier hecho exceptivo, como es 
justamente la configuración del hecho jurídico de la caducidad del término para intentar la 
acción. El fenómeno de caducidad para demandar se configura cuando vence el término 
previsto en la ley para acudir ante los jueces para demandar. Término que está concebido 
para definir un plazo objetivo e invariable para que quien pretenda ser titular de un derecho 
opte por accionar ante las autoridades competentes. La caducidad tiene lugar cuando expira 
ese término perentorio fijado por la ley. El término para formular pretensiones, en procesos 
de reparación directa, según el artículo 136.8 CCA es de dos años, que se cuentan a partir 
del día siguiente del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de 
ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa 
de trabajo público o por cualquier otra causa. El término de caducidad establecido en el 
artículo 136 CCA es una norma de orden público -y por consiguiente de obligatorio 
cumplimiento (art. 6 CPC hoy retomado por el art. 13 CGP)- de la que no pueden disponer 
los jueces ni las partes, porque constituye una garantía para la seguridad jurídica y el interés 
general. Además, salvo algunas excepciones legales, los derechos crediticios asociados a las 
acciones indemnizatorias son renunciables, transigibles y, en general, de libre disposición 
de su titular (art. 15 CC).  
 
Así lo resaltó la Corte Constitucional, al declarar la exequibilidad de ese precepto, pues la 
caducidad representa el límite dentro del cual el ciudadano debe reclamar del Estado 
determinado derecho. Por ende, según la Corte, la actitud negligente de quien estuvo 
legitimado en la causa no puede ser objeto de protección, pues es un hecho cierto que 
quien, dentro de las oportunidades procesales fijadas en la ley ejerce sus derechos, no se 
verá expuesto a perderlos por la ocurrencia del fenómeno indicado, situación que no se 
extiende a quien no acudió en tiempo a la defensa de sus derechos. 
 
Este criterio lo reiteró la Corte en el estudio de constitucionalidad del artículo 44 de la Ley 
446 de 1998, que modificó el artículo 136.9 CCA, al destacar que la caducidad no concede 
derechos subjetivos, sino que apunta a la protección del interés general, de modo que su 
configuración impide el ejercicio de la acción y no puede iniciarse válidamente el proceso. 
También señaló que la caducidad, dado su carácter de orden público, es indisponible y 
puede ser declarada de oficio por el juez, cuando se verifique su ocurrencia. “  
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CONSEJO DE ESTADO SECCION : SECCIÓN TERCERA SUBSECCIÓN A  NR: 05001-
33-31-001-2010-00146-01 SENTENCIA de FECHA : 22/11/2021 PONENTE : 
MARÍA ADRIANA MARÍN ACTOR : NEFTALÍ GUARÍN ZAPATA 
DEMANDADO : NACIÓN – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN Y OTRO 
 
(…) Al tenor de lo previsto por el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, 
modificado por el artículo 44 de la Ley 446 de 1998, la acción de reparación directa deberá 
instaurarse dentro de los dos años contados a partir del día siguiente al acaecimiento del 
hecho, omisión, operación administrativa u ocupación permanente o temporal de inmueble  
 
[…]. [L]a parte demandante tenía hasta el 14 de julio de 2010 para interponer la demanda 
y dado que esta se presentó el 21 de mayo de ese mismo año […], resulta evidente que el 
ejercicio del derecho de acción fue oportuno. (…)  
 
 

Por otro lado, de conformidad con los hechos narrados en la demanda en los que se señala 
que el demandante prestó sus servicios al hoy extinto Departamento Administrativo de 
Seguridad DAS en los siguientes extremos temporales:  
 
Del 23 de abril de 1997 al 31 de diciembre de 2011.  
 
Bajo la tesis jurisprudencial de la caducidad, es evidente que se configuró el fenómeno de 
la caducidad. 
 
Los conceptos reclamados por parte del demandante, fenecieron el 30 de abril de 2012, por 
lo que perdió su oportunidad para demandar la resolución 0044 del 27 de diciembre de 
2011, por la que el señor Hugo Enrique Pedroza fue nombrado en el cargo profesional de 
protección código 2045 grado 10 de la planta globalizada de La Unidad Nacional de 
Protección. 
 
No existe medio de control, que lo habilite para demandar en cualquier tiempo, con ocasión 
de su retiro de la entidad, el 31 diciembre de 2011. 
 
La mas reciente jurisprudencia, manifiesta respecto al tema de la caducidad en la siguiente 
manera.  
 
Juzgado Quince Administrativo Del Circuito Judicial De Bogotá Sección 
Segunda Bogotá D. C., Veintiocho (28) De Abril De Dos Mil Veintidós 

(2022) Jueza: Martha Helena Quintero Quintero Medio De Control: 
Nulidad Y Restablecimiento Del Derecho – Sentencia Anticipada Proceso 
No.: 11001-33-35-015-2021-00122-00 Demandante: Óscar Manuel 

Peñuela Beltrán Demandado: Unidad Nacional De Protección (UNP) – 
Fiduprevisora S.A. 

 
(…) Para el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho de 

carácter laboral existe un término perentorio de cuatro (4) meses dispuestos por 
la Ley 1437 de 2011 artículo 164, para que opere la caducidad de la acción, el 
cual empieza a contarse a partir del día siguiente de la notificación, publicación 

o ejecutoria del acto administrativo demandado. Sin embargo, es de recordar 
que el mismo código, establece una excepción para la aplicación de la caducidad 

alegada, esto es, cuando el proceso verse sobre prestaciones de tipo periódico. 
(…)  
 
Lo anterior, teniendo en cuenta que el medio de control que el demándate debió invocar, 
es la nulidad y restablecimiento del derecho, y no el de reparación directa, la 
demanda está bajo el fenómeno de la caducidad.  
 

D- Cobro de lo no debido. 
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El demandante no aporto pruebas suficientes que logren soportar los presuntos 
daños y perjuicio ocasionados, producto de su incorporación a la UNP, en ocasión 

a la supresión del Extinto Departamento Administrativo De Seguridad DAS, por 
lo que es claro, que se trata de una demanda, donde el accionante, pretende el 
reconocimiento de un rubro injustificado.  

 
En tal sentido, la Corte Constitucional, en sentencia C-098 de 2013, Magistrado 

ponente: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, se ha pronunciado de la siguiente 
manera:  
 

“ En efecto, el legislador no esta obligado a trasladar los beneficios contemplados 
en un régimen que ha perdido vigencia, en virtud de la supresión de la entidad 

a la que se aplicaba, a aquellos trabajadores que con el fin de garantizar su 
derecho a la estabilidad laboral fueron reubicados en otro organismo. Lo anterior 
por cuanto, se reitera, (i) la estabilidad laboral de los empleados de carrera no 

es absoluta y no se antepone a la reestructuración de la administración, y (ii) la 
supresión de una entidad no solo implica que el organismo desaparezca de la 

estructura de la administración pública, sino también la cesación o el traslado 
de sus funciones, de su personal y de su régimen especial de carrera, en caso 

de existir”  
 

IX- EXCEPCIÓN GENÉRICA 
 

Solicito al Despacho que se reconozca de manera oficiosa cualquier hecho exceptivo que 
resulte probado dentro del proceso y que enerve las pretensiones de la parte actora, en 
consideración a que se trata de una entidad del estado.  
 

X. OBJECIÓN AL JURAMENTO ESTIMATORIO 
 

Me opongo al juramento estimatorio de la demanda, teniendo en cuenta, primero, que los 
perjuicios no se encuentran debidamente acreditados ni las demandadas son responsables 
por los presuntos daños que se intentan endilgar y segundo, la FIDUPREVISORA S.A. no 
tiene que responder por ninguno de los presuntos perjuicios que la parte demandante 
pretende, por lo expuesto con anterioridad.   
 
En cuanto al daño emergente no existe prueba documental que acredite, ni documento que 
permita atribuirle algún grado de responsabilidad al demandado y simplemente se trata de 
una enunciación de presuntos perjuicios y de una errada aplicación de las fórmulas de 
tasación, que no necesariamente provienen de la asunción de los daños presuntamente 
sufridos.  
 

XI. PETICIÓN 
 

De manera respetuosa solicito al señor juez, con base en lo expuesto en este escrito, sean 
desestimadas todas y cada una de las pretensiones de la demanda y en razón de esto, se 
desvincule del proceso al PAP FIDUPREVISORA S.A., DEFENSA JURIDICA DEL 
EXTINTO DAS Y SU FONDO ROTATORIO.  
 

XI. PRUEBAS 
 

Solicito se tengan en cuenta las siguientes pruebas documentales que obran dentro del 
proceso.   
 

XII.  ANEXOS 
 

• Poder otorgado en mi favor. 

• Certificado de existencia y representación legal de Fiduprevisora S.A. 
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XIII. NOTIFICACIONES 
 

▪ Fiduprevisora S.A en la calle 72 No 10-03 de la ciudad de Bogotá D.C., o en el ccorreo 
electrónico, notjudicial@fiduprevisora.como.co,  
papextintodas@fiduprevisora.com.co 
 

▪ El suscrito apoderado las recibirá en la calle 85 No 19 B-22 Oficina 408 Bogotá D.C., 
o en el correo electrónico: noti.riverosvictoriaabo@gmail.com  

     
 
Del Señor Juez;    

 
RODRIGO ANDRÉS RIVEROS VICTORIA 
C.C. 88.204.510 de Cúcuta (Norte de Santander) 
T.P. 100.924 del Consejo Superior de la Judicatura    
 
 
  
 
 
 

mailto:notjudicial@fiduprevisora.como.co
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mailto:electrónico:%20noti.riverosvictoriaabo@gmail.com


 
 

 

Honorable  
JUEZ 35 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 
Bogotá D.C. 
 
 
REFERENCIA:  Radicación:       11001333603520140021200  
    M. de Control:  Reparación directa 
  Demandante:   Hugo Enrique Pedroza Medina 
  Demandado:    Fiduciaria La Previsora S.A. – Como vocera del PAP Fiduprevisora 
                                                            S.A., Defensa Jurídica Extinto Departamento Administrativo de 
                                                            Seguridad – DAS y su Fondo Rotatorio   
 
 
ERIKA SANCHEZ MONROY,  mayor de edad, vecina de la ciudad de Bogotá, identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 52.712.492 expedida en Bogotá, quien obra con poder general amplio y suficiente, de 
conformidad con la Escritura Pública No. 5400 del 30 de marzo de 2016 de la Notaría 29 del Círculo de Bogotá, 
en representación del PATRIMONIO AUTÓNOMO PÚBLICO PAP FIDUPREVISORA S.A. DEFENSA JURÍDICA DEL 
EXTINTO DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DAS Y SU FONDO ROTATORIO cuyo vocero es FIDUPREVISORA 
S.A., sociedad de servicios financieros constituida mediante Escritura pública No 25 del 29 de marzo de 1985 
de la Notaria 33 del Círculo Notarial de Bogotá, transformada en Sociedad Anónima mediante Escritura Pública 
No 0462 del 24 de enero de 1994 de la Notaria 29 del Círculo de Bogotá, con domicilio principal en la ciudad 
de Bogotá, todo lo cual acredita con el Certificado de Existencia y Representación Legal expedido por la 
Superintendencia Financiera de Colombia, FIDUPREVISORA actúa única y exclusivamente como vocero del 
Patrimonio Autónomo PAP Fiduprevisora S.A., Defensa Jurídica Extinto Departamento Administrativo de 
Seguridad – DAS – y su Fondo Rotatorio  según contrato de Fiducia Mercantil No. 6.001-2016 suscrito el 15 de 
enero de 2016, por medio del presente escrito, confiero PODER ESPECIAL AMPLIO Y SUFICIENTE al doctor 
RODRIGO ANDRES RIVEROS VICTORIA, identificado con cédula de ciudadanía No. 88.204.510 de Cúcuta 
(Norte de Santander), con tarjeta profesional No. 100.924 del C. S. de la J. con correo electrónico 
noti.riverosvictoriaabo@gmail.com, tal y como aparece en el Registro Nacional de Abogados, para que 
represente a Fiduprevisora S.A., como vocera del Patrimonio Autónomo PAP Fiduprevisora S.A., Defensa 
Jurídica Extinto Departamento Administrativo de Seguridad – DAS – y su Fondo Rotatorio, y a su beneficiario 
Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, en el proceso de la referencia hasta su culminación. 
 
El apoderado queda ampliamente facultado para desistir, sustituir previa autorización del PAP Extinto DAS y 
reasumir; interponer recursos y todo cuanto en derecho sea necesario para el cabal desempeño del presente 
mandato en los términos del artículo 77 del Código General del Proceso, reservándose Fiduprevisora S.A. 
como vocera y administradora del Patrimonio Autónomo PAP Fiduprevisora S.A., Defensa Jurídica Extinto 
Departamento Administrativo de Seguridad – DAS – y su Fondo Rotatorio, expresamente la facultad de recibir 
y conciliar. 
 
Cordialmente, 
 
 
ERIKA SANCHEZ MONROY 
Apoderada General del Patrimonio Autónomo PAP Fiduprevisora S.A. Defensa Jurídica del Extinto 
Departamento Administrativo de Seguridad D.A.S.- y su Fondo Rotatorio 
C.C. No. 52.712.492 expedida en Bogotá D.C. 
 
Acepto, 
 
 
RODRIGO ANDRES RIVEROS VICTORIA  
C.C. No. 88.204.510 de Cúcuta (Norte de Santander) 
T.P. No. 100.924 del C. S. de la J. 
Proyecto: RODRIGO ANDRÉS RIVEROS VICTORIA  

Día 16 de septiembre de 2022 
 
 
 
Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GONZÁLEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá 
D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua. Las 
funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores 
financieros ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquier oficina de atención al público de 
la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan 
favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige ninguna 
formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App “Defensoría del 

Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde cualquier Smartphone, por Play Store o por App Store.   
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